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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece la Unión Bonafide de Oficiales de Seguridad de la 

Universidad de Puerto Rico (Unión) para disputar la determinación de 

la Junta de Relaciones del Trabajo (JRT), mediante la cual desestimó 

su reclamo de certificación como entidad con derecho a sindicación y 

negociación colectiva por considerar que la Universidad de Puerto 

Rico (UPR) no es un patrono, a los efectos de la Ley de Relaciones 

del Trabajo. 29 LPRA sec. 41. La JRT arribó a tal conclusión tras 

considerar, entre otros elementos, que el término patrono excluye a la 

UPR porque esta no es una instrumentalidad corporativa según 

definida en la Ley de Relaciones del Trabajo, Ley Núm.130-1945. Sin 

enmbargo, al hacer tal determinación la JRT se basó en las 

definiciones siguientes:  
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Patrono — Incluirá ejecutivos, supervisores y a cualquier 

persona que realizare gestiones de carácter ejecutivo en 

interés de un patrono directa o indirectamente, pero no 

incluirá excepto en el caso de las instrumentalidades 

corporativas del Gobierno de Puerto Rico como más 

adelante se definen, al Gobierno ni a ninguna subdivisión 

política del mismo; Disponiéndose, que incluirá, además, 

a todo individuo, sociedad u organización que intervenga 

a favor de la parte patronal en cualquier disputa obrera o 

negociación colectiva.  

Instrumentalidades corporativas  — Significan las 

siguientes corporaciones que poseen bienes 

pertenecientes a, o que están controladas por, el Gobierno 

de Puerto Rico: la Autoridad de Tierras, la Compañía 

Agrícola, el Banco de Fomento, la Autoridad de Energía 

Eléctrica, la Compañía de Fomento Industrial de Puerto 

Rico, la Autoridad de los Puertos, la Autoridad de 

Comunicaciones, y las subsidiarias de tales 

corporaciones, e incluirá también las empresas similares 

que se establezcan en el futuro y sus subsidiarias, y 

aquellas otras agencias del Gobierno que se dedican o 

puedan dedicarse en el futuro a negocios lucrativos o 

actividades que tengan por objeto un beneficio 

pecuniario.  

 

No obstante, la determinación de la Junta no valoró el hecho de 

que la Ley Núm. 168-2014 enmendó la referida Ley de Relaciones del 

Trabajo a los efectos de modificar el significado de lo que son 

instrumentalidades corporativas. Al hacerlo, la definición de tales 

entidades quedó en la actualidad como sigue:   

Instrumentalidades corporativas  — Significa toda 

corporación o instrumentalidad pública y sus 

subsidiarias, e incluirá también las empresas similares 

que se establezcan en el futuro  sus subsidiarias, y 

aquellas otras agencias del Gobierno que se dedican o 

pueden dedicarse en el futuro a negocios lucrativos o a 

actividades que tengan por objeto un beneficio 

pecuniario.  

 

Evidentemente, tal modificación sustituyó la lista fijada de 

corporaciones públicas susceptibles de considerarse instrumentalidad 

corporativa, por el concepto  de corporación o instrumentalidad 

pública, como criterio definitorio inicial de lo que constituye una 

instrumentalidad corporativa. Específicamente, el estatuto determinó 
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que, a sus efectos, toda corporación o instrumentalidad pública es una 

instrumentalidad corporativa y, por consiguiente, un patrono a los 

efectos de la Ley de Relaciones del Trabajo. A pesar de ello, los 

escritos de las partes que comparecen ante nosotros se pierden en la 

edificación de argumentos basados en una definición de 

instrumentalidad corporativa –clave para la determinación de quién es 

patrono– que fue superada por el ordenamiento jurídico previo a la 

decisión de la  JRT.  

A propósito de tal circunstancia, coincidimos con la recurrida 

en cuanto plantea que ―[l]a controversia en el caso de epígrafe trata 

exclusivamente de la aplicación de la Ley 130, particularmente en 

cuanto a qué constituye 'patrono' de acuerdo a la definición provista 

en dicho estatuto‖. Alegato de la UPR, en la pág. 5. Aunque no lleva 

razón ésta al argumentar que ―en la definición de 'instrumentalidad 

corporativa' provista en la Ley 130, la UPR no está incluida‖. Alegato 

de la UPR, en la pág. 6. (Prescindido el énfasis  en el original.). Ello, 

por supuesto, porque su razonamiento parte de la enumeración 

restringida de corporaciones públicas contenida en la definición 

derogada de instrumentalidad corporativa, en función de lo cual llega 

a plantear que ―la Ley 30 circunscribió el término de 'instrumentalidad 

corporativa' a: la Autoridad de Tierras, la Compañía Agrícola, el 

Banco de Fomento, la Autoridad de Energía Eléctrica, la Autoridad de 

Comunicaciones y las subsidiarias de estas corporaciones…‖. Alegato 

de la UPR, en la pág. 5.     

En definitiva, la modificación legal de lo que constituye un 

patrono de conformidad con la Ley de Relaciones del Trabajo, a la luz 

de la variación del significado de instrumentalidad corporativa para 
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que integre a toda corporación o instrumentalidad pública, implica que 

si el estado de derecho determina que la UPR es una de éstas, ello de 

suyo la determina como instrumentalidad corporativa y en 

consecuencia en patrono. Al respecto, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha sido categórico al articular la noción jurídica que señala a la 

UPR como corporación pública. A través del tiempo, dicho foro ha 

reiterado que ―[n]o se cuestiona la naturaleza y propósitos de la 

Universidad de Puerto Rico. Es una corporación pública, de génesis 

legislativa, encargada de la educación superior en Puerto Rico…‖ 

Sepúlveda v. UPR, 115 DPR 526, 527 (1984); 136 DPR 335, 399 

(1994); Cordero Jiménez v. UPR, 188 DPR 129, 146 (2013). Ello, 

desde luego, encuentra cobijo en la Ley de la Universidad de Puerto 

Rico, Núm. 1-1966, según enmendada, que en su artículo 3.1 

(adicionado mediante enmienda por la Ley Núm. 13-2013) dispone: 

§602ª. Facultades corporativas de la Universidad  

 

La Universidad de Puerto Rico tendrá todas las 

atribuciones, prerrogativs, responsabilidades y funciones 

propias de una entidad corporativa encargada de la 

educación superior, las cuales ejercerá a través de la 

Junta de Gobierno.   

18 LPRA 602.  

 

Por tanto, el hecho jurídico de que la Universidad de Puerto 

Rico es una corporación pública comporta que es una 

instrumentalidad corporativa, a los efectos del Art. 2 (11) de la Ley de 

Relaciones del Trabajo, 29 LPRA 63 (11), y además supone que por 

ello constituye un patrono bajo los términos del artículo 2 (2) de dicho 

estatuto, 29 LPRA 63 (2). Es cierto que las determinaciones 

administrativas nos merecen deferencia, Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, 179 DPR 923 (2010). Sin embargo, dicha 



 
 

 

KLRA201500532 

 

5 

deferencia cede ante la revisión judicial cabal de ―si las conclusiones 

de derecho del ente administrativo fueron correctas mediante una 

revisión completa y absoluta‖. Pagán Santiago v. ASR, 185 DPR 341, 

358; Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, 188 DPR 32, 61 (2013).  

Decidimos que en el presente caso no se adjudicó conforme a 

derecho. Por tanto, revocamos la determinación de desestimación de 

la JRT y resolvemos que la UPR sí es un patrono a los efectos de la 

Ley de Relaciones del Trabajo. A su vez, devolvemos el presente 

asunto ante la JRT para que atienda la Petición para Investigación y 

Certificación de Representante que se le presentó de conformidad con 

nuestra determinación.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


